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RESPUESTA: 

 

En relación con la iniciativa parlamentaria de referencia, se informa que el Real 

Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de 

derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de 

un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones, viene a dar 

respuesta a los desafíos a los que se enfrenta España de cara a gestionar el impacto de la 

jubilación de la generación del baby-boom en las próximas dos décadas.  

 

Esta reforma fue abordada en un contexto favorable del mercado de trabajo, que 

se pone de manifiesto en la evolución de los datos de afiliación y empleo disponibles, 

que han continuado hasta la fecha, con picos históricos del dato de afiliación como  

consecuencia de la reforma laboral aprobada por el Gobierno, datos que contrastan 

favorablemente con los registrados en otros países de nuestro entorno, lo que tiene un 

reflejo positivo en las cifras de recaudación por cotizaciones sociales, que se ven 

igualmente favorecidas por el aumento de la calidad del empleo (mayor porcentaje de 

contratos indefinidos), la subida del salario mínimo y el aumento de la tasa de 

participación laboral de las mujeres y de los mayores de 55 años. 

 

Entre los factores que ayudarán a incrementar la tasa de participación de los 

mayores de 55 años, hay que referirse a los incentivos aprobados para retrasar la edad 

de jubilación y la finalización del período transitorio de la reforma de pensiones de 2011 

que eleva la edad legal de jubilación a 67 años en 2027. 

 

Otro elemento favorable para el fortalecimiento del mercado de trabajo y, 

paralelamente, para la mejora de los datos de afiliación al sistema de Seguridad Social, 

es la incidencia de los flujos migratorios, que contribuirán a compensar las carencias del 

mercado laboral, respaldada por la reforma integral de las normas migratorias de 2022.   

 



  

 

 

 

   

 

 

Las medidas adoptadas para favorecer el incremento de las bases máximas de 

cotización, y el correlativo incremento de la pensión máxima, se fundamentan en el 

diferencial desfavorable con respecto a otros países de nuestro entorno. 

 

Este incremento progresivo de la base máxima de cotización se llevará a cabo 

entre los años 2024 a 2050, mediante las sucesivas leyes de Presupuestos Generales del 

Estado, al que se añadirá una cuantía fija anual de 1,2 puntos porcentuales. 

 

Los cambios contemplados se realizarán de forma gradual, con el 

establecimiento de una senda de incrementos ligada al Índice de Precios de Consumo 

(IPC), concretamente a la revalorización de las pensiones (más un porcentaje adicional), 

con lo que la reforma otorga previsibilidad y además asegura la protección del poder 

adquisitivo de la pensión máxima, al aumentar una parte de la masa salarial que ahora 

está exenta del sistema contributivo, por lo que hay margen para aumentar la base 

máxima; además, los salarios más altos crecen más rápido que la inflación, lo que 

implica que la mera indexación de bases máximas al IPC hace que aumente el número 

de bases de cotización topadas.  

 

Otra medida que contribuye al aumento de los ingresos por cotizaciones sociales 

es la nueva cotización de solidaridad que grava, de forma gradual y moderada, el salario 

por encima de la base máxima de cotización. A estos efectos, la masa salarial que 

supere la base máxima de cotización tendrá una cotización extra en 2025, entre un 0,92 

por ciento y un 1,17 por ciento. A partir de 2025, el anterior porcentaje se irá 

aumentando en 0,25 puntos por año, hasta alcanzar en 2045 entre un 5,5 por ciento y un 

7 por ciento adicional. 

 

La tercera y última de las medidas se instrumenta a través del Mecanismo de 

Equidad Intergeneracional que sirve para reforzar la capacidad de estabilidad financiera 

del sistema, por lo que se establece una cotización adicional de 0,6 puntos porcentuales 

(2023), que aumenta progresivamente hasta alcanzar 1,2 puntos porcentuales en 2029, 

que nutre los recursos del Fondo de Reserva con el objetivo de preservar el equilibrio 

entre generaciones y fortalecer la sostenibilidad del sistema de la Seguridad Social a 

largo plazo. El citado porcentaje, 1,2 puntos, se mantendrá hasta 2050 con la misma 

distribución (1 punto porcentual corresponderá a la empresa y 0,2 puntos porcentuales 

al trabajador). 

 

El impacto de esta medida será objeto de seguimiento con el concurso de la 

Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), que elaborará un informe 

de evaluación con periodicidad trianual, utilizando los supuestos macroeconómicos y 

demográficos del último Informe de Envejecimiento publicado por la Comisión 

Europea, y en el caso de que se produzcan desviaciones en los objetivos fijados de 

ingresos y gastos del sistema, en el período 2022-2050, se prevé la introducción de un 

“mecanismo automático” consistente, bien en un aumento de las cotizaciones, o bien en 



  

 

 

 

   

 

 

una reducción del gasto en pensiones en porcentaje del Producto Interior Bruto (PIB) o 

una combinación de ambas medidas. En el caso de que la ley con las medidas 

correctoras del exceso de gasto no entrará en vigor el 1 de enero del año siguiente, se 

aumentará la cotización del MEI (Mecanismo de Equidad Intergeneracional) para 

compensar el exceso de gasto estimado para los ejercicios siguientes. 

 

En la Memoria Abreviada del Análisis de Impacto normativo del citado Real 

Decreto-Ley 2/2023, de 16 de marzo, se explican pormenorizadamente las 

implicaciones legislativas y económicas de las diferentes medidas, tanto por el lado de 

los ingresos como de los gastos. 

 

En conclusión, las iniciativas parlamentarias del Gobierno persiguen la 

sostenibilidad financiera más allá del corto plazo frente a la futura coyuntura 

desfavorable de la jubilación del baby boom. Las últimas reformas, junto al claro 

componente social, tienen como objetivo fundamental el refuerzo de la capacidad 

financiera del sistema, con el fin de establecer las bases que garanticen la sostenibilidad 

del sistema en los próximos treinta años. Estas actuaciones del Gobierno para garantizar 

la sostenibilidad del sistema público de pensiones se basan en la aplicación de las 

conclusiones aprobadas por el conjunto de las fuerzas políticas parlamentarias en el 

marco del Pacto de Toledo y en el cumplimiento de las líneas de actuación en materia 

de renovación del sistema de Seguridad Social, incluidas en el Componente 30, del Plan 

de Recuperación, Transformación y Resiliencia, que contemplan los compromisos de 

España con las reformas exigidas por la Comisión Europea.  
 

 

Madrid, 14 de mayo de 2024 
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